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INFORME DE PONENCIA PARA PIMER 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 116 DE 2014 CÁMARA

por medio de la cual se prohíbe la venta 
y/o consumo a menores de edad de bebidas 

energizantes, se regula su comercialización y 
se dictan otras disposiciones.

I. ANTECEDENTES
El proyecto de ley en referencia y con dispo-

siciones similares sobre bebidas energizantes, 
ha sido abordado en seis (6) ocasiones por el 
Congreso de la República, sin que haya pros-
perado. Esta misma iniciativa ha sido presen-
tada dos veces en el último año último periodo 
de la legislatura 2013-2014 y primer periodo 
de la actual legislatura 2014-2015 por el ho-
norable Representante Yair Fernando Acuña 
Cardales (quien dimitió como parlamentario 
en octubre de este año), así: Proyecto de ley 
número 087 de 2013, radicado en la Secreta-
ría General de Cámara el 10 de septiembre de 
2013 fue archivado el 8 de abril de 2014, en 
virtud del informe de ponencia negativa para 
primer debate presentado por los honorables 
Representantes Armando Antonio Zabaraín 
D’Arce y Juan Manuel Valdés Barcha. El con-
tenido del articulado es idéntico al presentado 
en el Proyecto de ley número 116 de 2014 Cá-
mara, que nos ocupa.

Anotamos al respecto que compartimos to-
talmente los fundamentos dados en el informe 
de ponencia antes enunciado1.

1 Informe de ponencia, Gaceta del Congreso número 
110/2014, disponible en internet: http://www.imprenta.
gov.co/gacetap/gaceta.nivel_3

Este proyecto en discusión, el 116 de 2014, 
fue recibido en la Secretaría General de Cá-
mara el 23 de septiembre de 2014, y publica-
do en la Gaceta del Congreso número 544 de 
2014.

II. CONTENIDO DEL PROYECTO DE 
LEY

La iniciativa propende por el establecimien-
to de determinadas restricciones a consumido-
res reales y potenciales de bebidas energizan-
tes, los lugares de venta, su mercadeo, el con-
sumo junto con el alcohol y el tamaño máximo 
del producto entre otras disposiciones.

El texto se compone por once (11) artículos, 
resaltando que:

El artículo primero referencia la normati-
vidad vigente - Resolución número 4150 de 
30 de octubre de 2009 emitida por el enton-
ces Ministerio de la Protección Social, por la 
cual se establece el reglamento técnico sobre 
los requisitos que deben cumplir las bebidas 
energizantes para consumo humano, y sugiere 

-
rido a la venta y consumo de los mayores de 
14 años.

El artículo segundo complementa lo seña-
lado anteriormente y eleva la edad permitida 
para la venta y/o consumo de bebidas energi-
zantes y determinada en la resolución señala-
da, ligando la misma con la mayoría de edad y 

en la Resolución número 4150 de 2009 y de-
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El artículo tercero establece una amplia pro-
hibición a la venta de las bebidas en lugares 
donde se expendan bebidas alcohólicas, res-
tricción la cual es complementada en el artí-
culo cuarto, donde se listan de manera amplia 
lugares de todo orden y condición donde se 
prohíbe la venta de bebidas energizantes.

El artículo quinto establece una prohibición 
en el tamaño del producto y establece como 
máximo los 250 mililitros de contenido.

Las disposiciones contenidas en los artícu-
los del sexto al noveno, determinan obligacio-
nes a cargo de las diversas entidades estatales 
para prevenir el consumo e informar sobre lo 
que el autor considera un consumo/producto 
nocivo.

El artículo décimo determina un marco de 
sanciones para la venta o distribución de pro-
ductos a menores de edad.

El artículo undécimo, determina su vigen-
cia.

III. CONSIDERACIONES AL ARTICU-
LADO DEL PROYECTO DE LEY

- El artículo 1° del Proyecto de ley núme-

4150 de 2009 del Ministerio de Salud y Pro-
tección Social se encuentra plenamente en vi-
gencia, desconociendo que esta se encuentra 

-
tidad2, en cumplimiento de lo dispuesto por la 
sentencia del 15 de mayo de 2014 de Radicado 
número 25000 23 24000 2010 00609 01 (AP) 
del Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 
Administrativo, Consejero Ponente: Guiller-
mo Vargas Ayala, que ordenó:

“Tercero. Ordenar al Ministerio de Salud y 
Protección Social realizar dentro de los nueve 

fallo los actos necesarios para la revisión de 
la regulación vigente en materia de bebidas 
energizantes y a establecer unos contenidos 
que, de conformidad con los mejores cono-

salvaguardar la salud e integridad de los 
consumidores en general y de los sujetos de 
especial protección que en particular pueden 
resultar perjudicados con su consumo”. (Ne-
grilla fuera de texto).

- Lo establecido en el artículo 2°, considera-
mos que es una norma de difícil cumplimien-

2  Proyecto de Resolución del Ministerio de Salud y Protec-
ción Social disponible en internet: http://www.minsalud.
gov.co/Normatividad_Nuevo/Proyecto%20de%20
resoluci%C3%B3n%20modif%20art%2012_14_15%20
Resol%204150%20de%202009%20bebidas%20energi-
zantes.pdf 

to, por lo tanto inoperante; adicionalmente, no 
existe precedente alguno en el mundo en el 
cual se restrinja la venta y el consumo de be-
bidas energizantes para menores de edad. Esta 
propuesta representa un trato discriminatorio 

con el resto de los alimentos, bebidas o pro-
ductos cafeinados que se comercializan libre-
mente en el mercado.

- Los artículos 3° y 4° prohíben en todo el 
territorio nacional el expendio de cualquier 
bebida de las denominadas energizantes des-
conociendo la libertad que tienen los empre-
sarios de comercializar bebidas energizantes 
y enuncia de manera amplia lugares de todo 
orden y condición donde se prohíbe la venta de 
bebidas energizantes; artículos que vulneran el 
derecho al libre comercio (artículo 333 C.N.) 
y a la autonomía de la voluntad (artículo 16 
de la C.N. “Todas las personas tienen derecho 
al libre desarrollo de su personalidad sin más 
limitaciones que las que imponen los derechos 
de los demás y el orden jurídico”), lo cual es 
inconstitucional.

- En relación con el artículo 5°, puntualmen-
te la prohibición de “la venta en el territorio 
nacional de todas aquellas bebidas energizan-
tes cuyo contenido supera los 250 mililitros de 
contenido”, se estima que es complementaria 
a la leyenda que debe incluirse en el rótulo a 

“el límite aceptable de consumo diario de 
este producto es de tres (3) latas por 250ml”.

Es importante destacar que una lata de be-
bida energizante de 250 mililitros posee unos 
80 miligramos de cafeína, cantidad que bajo 
la mencionada normativa no puede ser su-
perada y que, además, corresponde a lo que 
aporta una taza de café promedio; por lo tanto 
es incompresible bajo qué argumento legal o 
técnico una bebida sería prohibida cuando al 
mismo tiempo muchos otros alimentos y be-
bidas como el café en circunstancia iguales no 
padece ningún tipo de restricción. Se advierte 
que el café es una bebida y sustancia estratégi-
ca en el mundo entero y que es consumida des-
de hace varios siglos sin inconveniente alguno 
para la salud.

- Las disposiciones contenidas en los 
artículos 6° y 7°, no dan lugar, en razón a que 

4150 de 2009, que hoy se encuentra en trámite 
prohíbe ya la comercialización de bebidas 

de prevenir el consumo prematuro e inadecuado 
de este tipo de productos y así crear conciencia 
en los hogares. Sin embargo, es pertinente que 
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las entidades que tengan que ver con el sector 
salud, del orden nacional y territorial, impartan 
instrucciones para la educación en el consumo 
de bebidas energizantes a la comunidad en 
general.

- El artículo octavo, revisado a la luz del 
Ministerio de Educación, en lo que correspon-
de a las entidades de educación superior, no se 
puede impartir una cátedra sobre el consumo 
de bebidas energizantes, toda vez que se vul-
nera la autonomía universitaria, contemplada 
en el artículo 69 de la Constitución Nacional, 

-
ciados una formación independiente y libre de 
interferencia del poder público.

De acuerdo a lo anterior se colige que, de 
aprobarse este artículo, implicaría desbordar la 
facultad que tiene el legislador para regular el 
referido nivel educativo, en la medida en que 
la autonomía universitaria fue prevista, preci-
samente, para evitar una estandarización en la 
enseñanza.

Asimismo, debe tenerse en cuenta que “la 
educación preescolar, básica y media no se 
desarrolla, como lo señala el artículo 8° del 
proyecto de ley, mediante “programas acadé-
micos” sino que de acuerdo con la Ley 115 de 
1994, la misma está estructurada en niveles, 
ciclos y grados que son cursados en forma se-
cuencial”.

Garantizar los conocimientos y orientacio-
nes necesarios relacionados con la prevención, 
consumo, adicción y consecuencias del con-
sumo de bebidas energizantes en la educación 
preescolar, básica y media, tal y como está es-
bozado en el proyecto de ley, no es necesario 
ya que el sistema educativo colombiano está 

-
ción integral a los estudiantes, que incluye una 
formación en temas relacionados con la salud 
y el autocuidado.

Además, porque más que impartir una en-
-

mental promocionar estilos de vida saludables 
entendidos como “las maneras como las per-
sonas se asumen como sujetos sociales con 
capacidades para construir un bienestar propio 
y colectivo estructurándose con base en las ex-
periencias vividas y manifestándose en la vida 
cotidiana”3. De allí la necesidad que el siste-
ma educativo promueva en los estudiantes co-
nocimientos, capacidades y actitudes, que de 
acuerdo con su contexto, les permitan tomar 

3  Tomado del módulo de orientaciones pedagógicas para 
la promoción de Estilos de Vida Saludables, Ministerio 
de Educación Nacional.

decisiones responsables, informadas y autóno-
mas para alcanzar un desarrollo integral”.

El artículo 9°, no es pertinente, por cuanto 
esas competencias ya han sido asignadas a la 
Secretaría de Salud Departamentales y Muni-
cipales conforme a sus competencias estipula-
das en el artículo 34 de la Ley 1122 de 2007 
y adicionalmente a los que le corresponda a 
la Superintendencia de Industria y Comercio. 
Así mismo, en lo que concierne al sector sa-
lud la inspección, vigilancia y control sanitario 
de los productos de uso y consumo humano se 
encuentran establecidos en la Resolución 1229 
de 2013.

El artículo 10, con relación a los numera-
les contenidos en él, es apropiado señalar que, 
el artículo 17 de la Resolución 4150 de 2009 
reglamenta en el ámbito de sus competencias 
a ejercer las funciones de la inspección, vigi-
lancia y control del Invima y las Direcciones 
Territoriales de Salud:

“Artículo 17. Inspección, vigilancia y con-
trol. Corresponde al Instituto Nacional de Vi-
gilancia de Medicamentos y Alimentos, Invi-
ma, y a las direcciones territoriales de salud, 
en el ámbito de sus competencias, ejercer las 
funciones de inspección, vigilancia y control 
conforme a lo dispuesto en los literales b) y c) 
del artículo 34 de la Ley 1122 de 2007, para lo 
cual podrán aplicar las medidas de seguridad 
e imponer las sanciones correspondientes, de 
conformidad con lo establecido en la Ley 9ª 
de 1979 y se regirán por el procedimiento es-
tablecido en el Decreto 3075 de 1997 o en las 

-
cionen”.

IV. Proposición
Con fundamento en las razones de incons-

titucionalidad e inconveniencia expuestas, nos 
permitimos rendir ponencia negativa y en 
consecuencia solicitarle a la Plenaria ordenar 
el archivo del Proyecto de ley número 116 de 
2014.
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* * *
PONENCIA PARA SEGUNDO 

DEBATE AL PROYECTO DE ACTO 
LEGISLATIVO NÚMERO 167 DE 2014 

CÁMARA, 22 DE 2014 SENADO
por el cual se reforma el artículo 221 de la 

Constitución Política de Colombia.
En cumplimiento de la designación que hi-

ciera la mesa Directiva de la Comisión Prime-
ra de la Cámara, me permito presentar informe 
de ponencia para segundo debate al Proyec-
to de Acto Legislativo número 167 de 2014 
Cámara, 22 de 2014 Senado, por el cual se 
reforma el artículo 221 de la Constitución Po-
lítica de Colombia.

El profundo debate surtido en la Comisión 
Primera de la Cámara, el pasado 25 de no-
viembre, que contó con la participación e in-
tervención de todas las fuerzas políticas que 
componen el Congreso de la República y don-
de participaron además con sus exposiciones 
miembros de otras comisiones, ha dado enor-
me claridad en torno a las principales preocu-
paciones que rondan en torno a la aprobación 
del presente proyecto de acto legislativo.

Dichas preocupaciones se centran hoy en 
dos temas principales:

1. ¿Será la Justicia Penal Militar la compe-
tente para conocer los mal llamados falsos po-
sitivos en virtud de esta reforma?

2. ¿Se quiere generar impunidad en torno a 
los delitos contra la libertad, integridad y for-
mación sexuales?

Son precisamente estas preocupaciones 
los argumentos que manifestaron quienes se 
mostraron a favor del archivo de la iniciativa, 
como fue el caso de los Representantes Ger-
mán Navas, Angélica Lozano, Juan Carlos 
Lozada (miembros de la Comisión Primera) 
y los representantes Ángela María Robledo y 
Alirio Uribe (miembros de otras comisiones), 
a quienes la mesa directiva, les dio el uso de 
la palabra para que expusieran sus argumentos 
en contra.

Precisadas de manera extensa sus preocu-
paciones, la proposición de archivo de esta 
iniciativa, fue sometida a consideración y am-
pliamente derrotada, pasándose a discutir la 
ponencia positiva, donde nuevamente sectores 
como el Partido Alianza Verde y el Polo De-
mocrático, cuestionaron este acto legislativo.

Dentro de los argumentos en contra, en-
contramos que se resumen en lo planteado por 
el representante del Polo Democrático Germán 

abrir paso a la impunidad y que no brinda cla-
ridad sobre el tratamiento de casos como los 
de los falsos positivos y las violaciones al De-
recho Internacional Humanitario.

Por su parte, la representante del Partido 
Alianza Verde, Ángela María Robledo, ex-
presó que la ampliación Fuero Militar borra 
de tajo los avances de la Ley 1719 de 2014, 
frente a violencia contra mujeres y niñas en te-
rritorios de guerra, ya que los delitos sexuales, 
en su opinión, podrán ser juzgados por la Jus-
ticia Penal Militar.

Estas preocupaciones fueron aclaradas en 
la intervención que realizó el Ministro de la 

que los falsos positivos jamás se incluirán en 
las materias de conocimiento de la Justicia Pe-
nal Militar. Sostuvo además que se trata de un 
mandato del Presidente de la República, para 
lo cual se ha estructurado una norma que ex-
presamente en ese sentido se orienta, y en la 
cual además la Fiscalía General de la Nación 
tiene un papel decisivo, y ha señalado que: 
“Hay una garantía adicional y es que el Fiscal 
General de la Nación, también ha dicho pú-
blicamente que nunca permitirá que un falso 
positivo estilo Soacha pase a la Justicia Penal 
Militar”.

Así mismo, en mi calidad de ponente, des-
virtúe estos planteamientos y las prevencio-
nes que sobre esta iniciativa presentan algu-
nos sectores, con argumentos que soportan la 
misma, señalando la importancia de mirar este 
acto legislativo de manera conjunta con el pro-
yecto de ley ordinaria radicada en esta misma 
comisión, de cuya lectura sin duda se obtiene 
claridad frente a los alcances y la orientación 
de esta reforma constitucional.

Posteriormente, miembros de los partidos de 
la U, Conservador, Centro Democrático, Cam-
bio Radical, entre otros, expresaron sus argu-
mentos a favor de esta iniciativa, recalcando la 
importancia de que los miembros de las Fuerzas 
Militares y de Policía, cuenten con una norma 
constitucional que les brinde seguridad jurídica, 
reconociendo el esfuerzo del gobierno en ese 
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sentido y la necesidad de no menoscabar los de-
rechos y garantías ciudadanos.

Finalmente, después de declarada sesión 
permanente, tras varias horas de discusión y 
sin presentarse ninguna proposición al texto 
de la ponencia, se votó tanto el informe, como 
el articulado nominalmente, contando con 30 

de los representantes Germán Navas del Polo 
Democrático y Juan Carlos Lozada Partido Li-

-
sión Primera, al igual que ocurrió en su trámite 
en el Senado, un amplio apoyo a esta iniciativa 
presentada por el Gobierno nacional.

Precisado lo anterior procede el análisis de 
objeto y contenido del presente acto legislativo.

OBJETO Y CONTENIDO
En la exposición de motivos del proyecto 

de reforma constitucional se plasma con clari-
dad el alcance y propósito de la misma, y en el 
mismo sentido ilustran con claridad las ponen-
cias de los sucesivos debates que el proyecto 
ha cumplido. Corresponde entonces reforzar 
estos conceptos y precisar lo que corresponde 
con miras a brindar argumentos frente a la in-

1. DE LAS EJECUCIONES EXTRAJU-
DICIALES

En virtud de la aprobación de esta reforma, 
¿la Justicia Penal Militar conocerá los casos de 
los mal llamados falsos positivos?

No. En varias oportunidades el Gobierno 
Nacional ha expresado su desacuerdo con el 
supuesto hecho de que un caso que cumpla las 
condiciones de los mal llamados “falsos posi-
tivos” pueda ser conocido por la jurisdicción 
castrense. Dicha posición gubernamental se 
ha hecho evidente, no solo en la voz del Pre-
sidente de la República sino que el Ministro 
de Defensa lo ha dejado claro en innumera-
bles ocasiones, recordando además, que en la 
elaboración del texto sometido a considera-
ción del Congreso, participaron los doctores 
Manuel José Cepeda, Eduardo Montealegre y 
Jaime Córdoba Triviño, todos ellos presiden-
tes de la Corte Constitucional y reconocidos 
juristas de talla internacional, que por demás, 
se encargaron de evitar que dicho supuesto se 
hiciera concreto.

Quienes infundadamente sostienen que la 
intención del Gobierno es dejar en manos de 
la Justicia Penal Militar los casos de los mal 
llamados “falsos positivos”, alertando a la co-
munidad nacional e internacional sobre este 

-

cado el delito de “ejecución extrajudicial” en 
nuestro ordenamiento penal, la exclusión que 
se hace en el acto legislativo de dicha conducta 
es inocua.

Afortunadamente, el Gobierno ha sido su-

esto suceda, el mismo día en que radicó el 
presente proyecto de acto legislativo, radicó 
el proyecto de “Ley de armonización del De-
recho Internacional Humanitario y el Derecho 
Penal”, que en su artículo 42 reza:

Artículo 42. Ejecución extrajudicial. Se 
adiciona un artículo 104B a la Ley 599 de 
2000 que quedará así:

Artículo 104B. El agente del Estado que en 
ejercicio de sus funciones matare a una persona 
fuera de combate incurrirá en prisión de treinta 
y tres (33) a cincuenta (50) años, multa de dos 
mil seiscientos sesenta y seis punto sesenta y 
seis (2.666,66) a siete mil quinientos (7.500) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes, 
e inhabilitación para el ejercicio de derechos 
y funciones públicas de doscientos cuarenta 
(240) a trescientos sesenta (360) meses.

Se entenderá que está fuera de combate, 
siempre que se abstenga de todo acto hostil, 
toda persona que:

a) Esté en poder del agente del Estado;
b) Esté inconsciente, haya naufragado o esté 

herida o enferma, y no pueda por ello defen-
derse; o

c) Que se haya rendido a través de manifes-
taciones inequívocas y dejado las armas.

Incurrirá en la misma pena el agente del 
Estado que con ocasión del ejercicio de sus 
funciones matare a una persona civil puesta 

indefensión, o bajo engaño.
Es pues claro que el Gobierno Nacional es 

-
mido de cara al país dejando expreso en este 
artículo la clara intención de no permitir que 
los casos por los mal llamados “falsos posi-
tivos” puedan siquiera ser investigados en la 
instancia propia de la Justicia Penal Militar. 
Por el contrario, en la conducta que se preten-

-
ciones al DIH, (los tres supuestos de persona 
fuera de combate) sino, violaciones a los dere-
chos humanos que se pueden presentar ajenas 

No sobra resaltar, que con este paquete nor-
-

car la ejecución extrajudicial y en reconocerla 
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como parte de una realidad que se rechaza, al 
punto de ser elevada a nivel constitucional la 
exclusividad del conocimiento de este delito 
por la jurisdicción ordinaria.

Otros argumentos, se levantan en torno al 
llamado principio de favorabilidad del dere-
cho penal. Dicen, que con base en el principio 
de favorabilidad, las conductas que hoy se en-
cuentran en la justicia ordinaria, al no poder 

-
judicial”, deberán pasar a la Justicia Penal Mi-
litar.

Nada más alejado de la realidad, y varios ar-
gumentos soportan este contundente rechazo. 
Ya en carta enviada por Ministerio de Defensa 
Nacional a una organización no gubernamen-
tal, que basa sus críticas en estos argumentos, 
se expresó:

…“Nuevamente, resaltamos las razones 
-

ción es demasiado amplia y en nuestra opi-
nión parte de un error. La favorabilidad en 
la pena supondría obtener, por ejemplo, una 
condena que permita alegar tal favorabilidad. 
No obstante lo anterior, la pena establecida 
para la ejecución extrajudicial es igual a la 
establecida para el homicidio agravado, y es 
también igual a la máxima consagrada para el 
homicidio en persona protegida. Quiere esto 
decir, que si bien el mínimo de la pena para la 
ejecución extrajudicial es inferior al estable-
cido para el homicidio en persona protegida, 
según nuestro Código Penal, la pena máxima 
tanto para el homicidio agravado, como para 
el homicidio en persona protegida y para la 
ejecución extrajudicial coinciden de manera 
idéntica en 50 años.

Ahora bien, si la favorabilidad en su enten-
der consiste en que un caso de ejecución extra-
judicial sea juzgado por un juez penal militar, 

“ejecución extrajudicial” son de competencia 
exclusiva de la justicia ordinaria y que incluso 
si existiese concurso de delitos, prevalece la 

-
cia en la justicia ordinaria.

Si por el contrario, su preocupación es 
que en virtud de que el homicidio en perso-
na protegida es una infracción al DIH y que 
por tanto la jurisdicción castrense conocería 
de dicha conducta, promoviéndose el intento 

-
nocimiento de la jurisdicción especializada, el 
intento parecería cuando menos fallido y muy 
arriesgado en términos de la favorabilidad pe-
nal, dado que como se señaló previamente la 

pena mínima en este tipo es superior y la máxi-
ma es idéntica a la de ejecución extrajudicial.

Se reitera en este punto, que el hecho de que 
una conducta sea conocida por la jurisdicción 
penal ordinaria o la penal militar, no puede 

impunidad. Los jueces de ambas jurisdiccio-
nes se sujetan al mismo principio de legalidad 
de sus actuaciones, y tienen en tal sentido las 
mismas obligaciones y sanciones en caso de 
desatender el ordenamiento jurídico que los 
rige.

Igualmente, y partiendo del principio de le-
galidad, nadie puede ser investigado y acusa-
do por un delito inexistente al momento de co-
meter la conducta, luego los hechos ocurridos 
con anterioridad a la entrada en vigencia de 

“ejecución extrajudicial”. Las investigaciones 
y juzgamientos que se han iniciado a partir de 
la conducta de “homicidio”, en cualquiera de 

-
cho derrotero.

En este mismo sentido, es hoy por hoy la 
misma Constitución Política, evidenciando el 
objetivo del Gobierno y del Congreso, la que 
se ha encargado de generar todo tipo de meca-
nismos para evitar que los casos adelantados 
y por adelantar, que corresponden a los mal 
llamados “falsos positivos” sean de conoci-
miento de la Justicia Penal Militar. Es así que 
se mantuvieron los criterios subjetivo y objeti-
vo del artículo 221 de la Constitución Política 
y se añadió además el criterio normativo y la 

-
cuciones extrajudiciales”.

Por último, también la Constitución Políti-
ca (en virtud del Acto Legislativo 02 de 2012) 
estableció un mecanismo de cooperación li-
derado por la Fiscalía General de la Nación 

-
minar la jurisdicción competente. Así mismo, 
esa entidad ha hecho públicas medidas inter-
nas expedidas con tal propósito. A la fecha, no 
se conoce de ningún proceso adelantado por 
un mal llamado “falso positivo” que haya pa-
sado a la competencia de la jurisdicción penal 
militar.

-
pal preocupación en torno a las consecuencias 

se le reiteran las varias barreras establecidas 
con el propósito de impedirlo:

a) La Constitución señala que las ejecucio-
nes extrajudiciales son de competencia de la 
justicia ordinaria;
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b) La norma transitoria del Acto Legislati-
vo 2 de 2012 prohíbe que ello ocurra;

c) El Fiscal General de la Nación expidió 
una directiva que prohíbe el envío de un caso 
de homicidio agravado u homicidio en perso-
na protegida a la Justicia Penal Militar sin su 
autorización;

establecida en la ley estatutaria (artículo 43 

para cobijar cualquier evento de homicidio 
fuera de combate;

e) La ley estatutaria establece (artículo 44 
proyecto) que en caso de concurso de conduc-
tas punibles, prevalece la ejecución extraju-

ordinaria;
f) La ley estatutaria no es una ley de be-

que no desarrolla los mecanismos del marco 
jurídico para la paz. Por eso, en seis meses 
de vigencia del Acto Legislativo 02 de 2012, 
ningún falso positivo ha pasado a la Justicia 
Penal Militar”.

Se resalta el hecho de que si bien esta res-
puesta se hizo con base en la reforma anterior-
mente aprobada por el Congreso de la Repú-
blica (hoy no vigente por vicios de forma), las 
normas presentadas al Congreso (proyecto de 
acto legislativo y ley ordinaria), son, en estos 
temas, las mismas normas previstas en aquella 
reforma.

Con esta aclaración queda resuelta la duda 
que viene de quienes se oponen, nuevamente 
sin fundamento, a la presente reforma.

2. DELITOS CONTRA LA LIBERTAD, 
INTEGRIDAD Y FORMACIÓN SEXUA-
LES

En el tema referente a la violencia sexual, 
la discusión gira en torno a que la falta de ti-

-
percutirá en la impunidad de este tipo de con-
ductas.

Nuevamente, tanto el Gobierno como el 
Congreso, han sido previsivos en este tema, 
asegurando que de ninguna manera este tipo 
de conductas serán conocidas por la jurisdic-
ción penal militar.

Debe recordarse que, en un primer momen-
to, el Gobierno Nacional radicó en el año 2012 
el proyecto de acto legislativo excluyendo no 
la “violencia sexual” sino “los abusos y viola-
ción sexual”.

El senador Juan Manuel Galán, en el segun-
do debate en la plenaria del senado surtido en 
el mes de mayo de 2012, propuso que la ex-
clusión referida a delitos de tipo sexual debe-
ría ampliarse y adaptarse a lo establecido en el 
Estatuto de Roma, llegando así el Honorable 
Congreso a que la exclusión fuera la “violen-
cia sexual”.

Siendo así, el Gobierno Nacional radica la 
ley estatutaria, que en su momento desarrolla-

“Violencia Sexual” de la manera más amplia 
posible, abarcando no solo las infracciones al 
DIH sino todos los delitos que se encuentran 
en el capítulo referente a los delitos contra “la 
libertad, la integridad y formación sexuales”.

En esta oportunidad, el Gobierno radicó la 
norma tal y como salió del Honorable Congre-
so de la República, bajo el entendido de que 
al hacer referencia a la “violencia sexual” se 
estaría bajo un concepto más amplio que el de 
“abusos y violación sexual”.

A su turno, “el proyecto de ley de armoni-

“violencia sexual” incluyendo los delitos bajo 
el TÍTULO IV, del Código Penal y los delitos 
contemplados en los artículos 138 y 139 del 
mismo cuerpo normativo.

Queda claro que ni el Gobierno ni el Con-
greso han tenido la intención de otorgar el co-
nocimiento de los delitos de tipo sexual a la 
Justicia Penal Militar y mucho menos permitir 
que los mismos queden en la impunidad. Nue-
vamente se trata de un conjunto de cuerpos 
normativos que se complementan, los cuales 
deberán ser también tramitados a través de las 
Comisiones Primeras y las cámaras del Con-
greso en pleno, donde se podrá evidenciar que 
efectivamente esta premisa de complementa-
riedad se cumpla.

3. SOBRE LA TORTURA Y LAS LE-
SIONES PERSONALES

Si bien la inclusión de la tortura dentro del 
listado de conductas que no pueden ser cono-
cidas por la Justicia Penal Militar no ha tenido 
oposición alguna, hay algunos que argumentan 
que a partir de este artículo, varias torturas se-
rán disfrazadas dentro del tipo de lesiones per-

la Justicia Penal Militar.
La primera advertencia que corresponde ha-

cer, es indicar que desde que la Justicia Penal 
Militar existe en Colombia, tiene competencia 
para conocer de lesiones personales.
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Por otro lado, no se puede dejar pasar la 
oportunidad para señalar que con tan solo mi-
rar el Código Penal se puede entender que, si 
bien las conductas de tortura y lesiones per-
sonales pueden compartir algunos elementos 
normativos, el elemento subjetivo del tipo es 
totalmente diferente. Quiere esto decir que co-
rresponde a los entes investigadores y juzga-
dores hacer la adecuación típica de la conduc-
ta. De aceptarse el argumento propuesto por 
la crítica, no tendría sentido, ni siquiera en la 
legislación penal ordinaria, mantener el delito 
de lesiones personales.

La reforma no está creando tipos penales 
nuevos, por lo que esta crítica no tiene funda-
mento real alguno.

4. MARCO JURÍDICO APLICABLE 
AL CONFLICTO ARMADO

El texto aprobado señala:
Cuando la conducta de los miembros de la 

armado o que derive de un enfrentamiento de 
una estructura criminal en los términos que 
señale el DIH sea investigada y juzgada por 
las autoridades judiciales, se aplicará siempre 
el Derecho Internacional Humanitario. Los 

conozcan de las conductas de los miembros de 
la Fuerza Pública deberán tener formación y 
conocimiento adecuado del Derecho Interna-
cional Humanitario.

Este artículo ha sido muy bien explicado en 
la ponencia para el primer debate en la Cámara 
de representantes, por lo que la misma se trae 
a colación:

En el espíritu de toda esta reforma, el pre-
sente inciso no tiene pretensión distinta a, 
desde la Constitución, dar cumplimiento a las 
obligaciones internacionales asumidas por 
Colombia.

En este sentido se busca que sea el Dere-
cho Internacional Humanitario el marco legal 

escenarios que únicamente podrán determi-
narse con el cumplimiento de los llamados re-
quisitos objetivos de aplicabilidad del DIH.

En este sentido, el Congreso de la Repúbli-
ca, ha añadido, a la propuesta radicada por el 
Gobierno, la frase “…o que deriven de un en-
frentamiento de una estructura criminal en los 
términos que señales el DIH…”. Cabe anotar, 
que de ninguna manera esta frase puede inter-
pretarse sin tener en cuenta su expresión an-
tecesora, es decir, “…en relación con un con-

En este sentido, se reconoce la posibilidad 
de que en Colombia puedan surgir amenazas 
que, por complementar los requisitos de apli-
cación del DIH, deban ser combatidas, inves-
tigadas y juzgadas con los parámetros propios 

armados.
No solo el Gobierno y el Congreso han he-

cho clamor de esta necesidad, sino que, la pro-
pia Corte Constitucional, por más de 20 años 
ha expresado que debe aplicarse el Derecho 
Internacional Humanitario en los escenarios 
de hostilidades.

Igualmente, este inciso ha sido añadido en 

encarguen de investigar y juzgar las conduc-
tas de los miembros de la fuerza pública, se 
encuentren debidamente capacitados para tan 
noble y difícil misión.

Es evidente además, que en ningún momen-
to esta norma sugiere que los grupos de delin-
cuencia común sean combatidos con las nor-
mas propias del DIH. Tanto el Congreso como 
el Gobierno tienen en claro que aplicar las nor-
mas del DIH a la delincuencia común implica-
ría el incumplimiento de varios instrumentos 

Se reitera, que lo que se busca es que a las 
amenazas que cumplan las condiciones obje-
tivas de aplicabilidad del DIH, serán comba-
tidas conforme a la norma internacionalmente 
reconocida y aceptada.

5. INDEPENDENCIA DE LA JUSTICIA 
PENAL MILITAR O POLICIAL

En este aspecto cabe señalar que el inciso 
tercero del acto legislativo que se trae a consi-
deración establece:

“La Justicia Penal Militar o policial será in-
dependiente del mando de la Fuerza Pública”.

Ha sido compromiso del Gobierno el for-
talecimiento y los avances en independencia 
de la Justicia Penal Militar. El Congreso de la 
República ha dejado también muy en claro que 
una Justicia Penal Militar, con las responsabi-
lidades y retos que asume día a día, debe ser 
creíble, y además enviar mensajes inequívocos 
frente a su independencia en la investigación 
de actuaciones y administración de justicia. 

-
tucional, no ejerza ni directa ni indirectamente 

-
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ciales de los funcionarios que hacen parte de 
esta institución.

En esa línea, el Gobierno mantiene su posi-
ción y compromiso de siempre, y ha propues-
to, que desde la Constitución se señale que la 
Justicia Penal Militar debe ser independiente 
del mando de la fuerza pública. Este Congreso 
también así lo reconoce y considera apropiado.

Esta es una norma que no ofrece mayor 
discusión e incluso ha sido reconocida como 
afortunada por aquellos que se oponen a la re-
forma.

6. PARÁGRAFO TRANSITORIO
Una seguridad adicional frente al compro-

miso de que ciertos delitos no serán de conoci-
miento de la justicia militar, aun habiendo sido 
cometidos en tiempos anteriores a la vigencia 
de esta norma, se aprecia en el texto del pará-
grafo transitorio que reza:

Parágrafo transitorio. Los procesos pena-
les que se adelantan contra los miembros de la 
Fuerza Pública por los delitos que no tengan 
relación con el servicio o por los delitos expre-
samente excluidos del conocimiento de la Jus-
ticia Penal Militar de acuerdo o los incisos 1° y 
2° del presente artículo y que se encuentran en 
la justicia ordinaria, continuarán en esta. La 
Fiscalía General de la Nación, en coordina-
ción con la Justicia Penal Militar, contará con 

todos los procesos que se adelantan contra los 
miembros de la Fuerza Pública, y trasladar a 
la Justicia Penal Militar aquellos donde no se 
cumplan los supuestos para la competencia de 
la jurisdicción ordinaria. En el marco de esa 

-

Militar podría ser de competencia de la Justi-
cia Ordinaria.

Así como el proyecto de norma ha sido tra-
bajado en conjunto con la Fiscalía General de 
la Nación, el presente parágrafo pretende que 
la implementación de la misma, sea también 
fruto de un proceso coordinado entre los entes 
investigadores de la justicia ordinaria y de la 
penal militar.

Es pues este parágrafo, una norma que res-
cata la transparencia con que el Gobierno y el 
Congreso han querido manejar la transición 
que apareja la aprobación del proyecto. Se re-
salta que, los procesos que están en la juris-
dicción ordinaria, conforme a los incisos 1° y 
2° del artículo 221 de la Constitución Política, 
continuarán en esta jurisdicción. Y es impor-
tante esta aclaración, porque los mal llamados 

“falsos positivos” son delitos en los cuales la 
relación con el servicio (requisito propio del 
inciso primero del artículo 221 de la Consti-
tución Política de Colombia) nunca podrá ser 
demostrada.

Este parágrafo es otro importante seguro 
para evitar que los mal llamados “falsos posi-
tivos” pasen a la Justicia Penal Militar.

Por otro lado, se reconoce la posibilidad de 
que algunas infracciones al DIH, siempre que 
no sean parte de la lista de exclusión, hoy co-
nocidas por la Fiscalía General de la Nación, 
puedan ser conocidas por la Justicia Penal Mi-
litar. No obstante, se recuerda, que la interpre-
tación de la norma es integral, y dichas infrac-
ciones al DIH deben tener la relación con el 
servicio que exige el inciso 1°.

PROPOSICIÓN
En consideración a los argumentos 

expuestos, propongo a la Honorable Plenaria 
de la Cámara de Representantes, dar segundo 
debate al Proyecto de Acto Legislativo 
número 167 de 2014 Cámara, 22 de 2014 
Senado, por el cual se reforma el artículo 
221 de la Constitución Política de Colombia, 
conforme al texto aprobado en la Comisión 
Primera de la Cámara de Representantes.

Cordialmente,

TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO 
DEBATE EN PLENARIA DE LA 

CÁMARA DE REPRESENTANTES AL 
PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 

NÚMERO 167 DE 2014 CÁMARA, 22 DE 
2014 SENADO

por el cual se reforma el artículo 221 de la 
Constitución Política de Colombia.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. El artículo 221 de la Constitu-
ción Política quedará así:

De los delitos cometidos por los miembros 
de la Fuerza Pública en servicio activo, y en 
relación con el mismo servicio, conocerán las 
cortes marciales o tribunales militares, con 
arreglo a las prescripciones del Código Penal 
Militar. Tales cortes o tribunales estarán inte-
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grados por miembros de la Fuerza Pública en 
servicio activo o en retiro.

En ningún caso lo Justicia Penal Militar o 
Policial conocerá de los crímenes de lesa hu-
manidad, ni de los delitos de genocidio, des-
aparición forzada, ejecución extrajudicial, 
violencia sexual, tortura y desplazamiento for-
zado. Las infracciones al Derecho Internacio-
nal Humanitario cometidas por miembros de 
la Fuerza Pública, salvo los delitos anteriores, 
serán conocidas exclusivamente por las cortes 
marciales o tribunales militares o policiales.

Cuando la conducta de los miembros de la 

armado o que derive de un enfrentamiento de 
una estructura criminal en los términos que 
señale el D.I.H sea investigada y juzgada por 
las autoridades judiciales, se aplicará siempre 
el Derecho Internacional Humanitario. Los 

conozcan de las conductas de los miembros 
de la Fuerza Pública deberán tener formación 
y conocimiento adecuado del Derecho 
Internacional Humanitario.

La Justicia Penal Militar o policial será in-
dependiente del mando de la Fuerza Pública.

Parágrafo transitorio. Los procesos pena-
les que se adelantan contra los miembros de la 
Fuerza Pública por los delitos que no tengan 
relación con el servicio o por los delitos expre-
samente excluidos del conocimiento de la Jus-
ticia Penal Militar de acuerdo o los incisos 1° 
y 2° del presente artículo y que se encuentran 
en la justicia ordinaria, continuarán en esta. La 
Fiscalía General de la Nación, en coordinación 
con la Justicia Penal Militar, contará con un 

-
dos los procesos que se adelantan contra los 
miembros de la Fuerza Pública, y trasladar a 
la Justicia Penal Militar aquellos donde no se 
cumplan los supuestos para la competencia de 
la jurisdicción ordinaria. En el marco de esa 

-

Militar podría ser de competencia de la Justi-
cia Ordinaria.

Artículo 2°. El presente acto legislativo 
rige a partir de la fecha de su promulgación.

Cordialmente,

TEXTO APROBADO EN COMISIÓN 
PRIMERA DE LA HONORABLE 

CÁMARA DE REPRESENTANTES AL 
PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 

NÚMERO 167 DE 2014 CÁMARA, 22 DE 
2014 SENADO

Constitución Política de Colombia.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. El artículo 221 de la Constitu-

ción Política quedará así:
De los delitos cometidos por los miembros 

de la Fuerza Pública en servicio activo, y en 
relación con el mismo servicio, conocerán las 
cortes marciales o tribunales militares, con 
arreglo a las prescripciones del Código Penal 
Militar. Tales cortes o tribunales estarán inte-
grados por miembros de lo Fuerza Pública en 
servicio activo o en retiro.

En ningún caso la Justicia Penal Militar 
o Policial conocerá de los crímenes de lesa 
humanidad, ni de los delitos de genocidio, 
desaparición forzada, ejecución extrajudicial, 
violencia sexual, tortura y desplazamiento 
forzado. Las infracciones al Derecho 
Internacional Humanitario cometidas por 
miembros de la Fuerza Pública, salvo los delitos 
anteriores, serán conocidas exclusivamente 
por las cortes marciales o tribunales militares 
o policiales.

Cuando la conducta de los miembros de la 

armado o que derive de un enfrentamiento de 
una estructura criminal en los términos que se-
ñale el D.I.H sea investigada y juzgada por las 
autoridades judiciales, se aplicará siempre el 
Derecho Internacional Humanitario. Los jue-

-
nozcan de las conductas de los miembros de 
la Fuerza Pública deberán tener formación y 
conocimiento adecuado del Derecho Interna-
cional Humanitario.

La Justicia Penal Militar o policial será in-
dependiente del mando de la Fuerza Pública.

Parágrafo transitorio. Los procesos pena-
les que se adelantan contra los miembros de la 
Fuerza Pública por los delitos que no tengan 
relación con el servicio o por los delitos expre-
samente excluidos del conocimiento de la Jus-
ticia Penal Militar de acuerdo o los incisos 1° 
y 2° del presente artículo y que se encuentran 
en la justicia ordinaria, continuarán en esta. La 
Fiscalía General de la Nación, en coordinación 
con la Justicia Penal Militar, contará con un 

-
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dos los procesos que se adelantan contra los 
miembros de la Fuerza Pública, y trasladar a 
la Justicia Penal Militar aquellos donde no se 
cumplan los supuestos para la competencia de 
la jurisdicción ordinaria. En el marco de esa 

-

Militar podría ser de competencia de la Justi-
cia Ordinaria.

Artículo 2°. El presente acto legislativo 
rige a partir de la fecha de su promulgación.

En los anteriores términos fue aprobado el 
presente proyecto de acto legislativo sin mo-

según consta en el Acta número 28. Así mismo 
fue anunciado el día 19 de noviembre de 2014 
según Acta número 27 de esa misma fecha.

T E X T O S   D E F I N I T I V O S   P L E N A R I A 
C Á M A R A

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 
CÁMARA AL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 030 DE 2014 CÁMARA

por la cual se expiden algunas disposiciones 
relativas al Régimen Jurídico aplicables a las 
empresas de servicios públicos domiciliarios.

El Congreso de la República
DECRETA:

Artículo 1°. Modifíquese el artículo 17 de 
la Ley 142 de 1994, el cual quedará así:

“Artículo 17. Naturaleza. Las empresas de 
servicios públicos son sociedades por acciones 
cuyo objeto principal es la prestación de los 
servicios públicos de que trata esta ley.

Parágrafo 1°. Las entidades descentraliza-
das de cualquier orden territorial o nacional, 
cuyos propietarios no deseen que su capital 
esté representado en acciones, deberán adop-
tar la forma de Empresa Industrial y Comercial 
del Estado.

-
lo 352 de la Constitución Política no disponga 
otra cosa, sus presupuestos serán aprobados 
por las correspondientes juntas directivas. En 
todo caso, el régimen aplicable a las entida-
des descentralizadas de cualquier nivel territo-
rial que presten servicios públicos, en todo lo 
que no disponga directamente la Constitución, 
será exclusivamente el previsto en esta ley. La 
Superintendencia de Servicios Públicos podrá 

entidades descentralizadas que presten servi-
cios públicos y no hayan sido aprobados por 

el Congreso, si no se ajustan a lo dispuesto en 
esta ley.

Parágrafo 2°. Las empresas de servicios 

constituir reservas para rehabilitación, expan-
sión y reposición de los sistemas.

Parágrafo 3°. De conformidad con lo dis-
puesto en este artículo, salvo lo que directa-
mente se disponga en la Constitución para las 
entidades descentralizadas, las leyes y actos 
administrativos de carácter general, que hagan 
referencia a las entidades descentralizadas de 
forma genérica, solo les serán aplicables a las 
empresas de servicios públicos descentraliza-
das, cuando hagan referencia a estas de forma 
expresa. Esta disposición se aplicará en térmi-
nos de igualdad a todas las empresas de servi-
cios públicos.

Parágrafo 4°. Cuando las entidades des-
centralizadas presten los servicios a los que se 

al régimen y naturaleza jurídica especial pre-
vista en esta.

Parágrafo 5°. Para determinar la natura-
leza estatal o particular de los aportes de que 
se integren las empresas de servicios públicos 

-
ta la naturaleza jurídica estatal o particular de 
los socios que integran la sociedad que realice 
los aportes en tales empresas. En consecuen-
cia, para todos los efectos previstos en las Le-
yes 142 y 143 de 1994 y especialmente para lo 
previsto en este artículo, se entiende que hay 
aporte de capital estatal en el mismo porcen-
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taje o proporción en que la sociedad aportante 
tiene, a su vez, capital estatal dentro de su ca-
pital social.

Parágrafo 6°. No obstante lo dispuesto en 
el presente artículo las empresas de servicios 

considerarán entidades descentralizadas para 
los efectos de la aplicación de las obligaciones 
previstas para las entidades públicas en la Ley 
1106 de 2006 y en las demás que prevean el 
descuento de tributos sobre actos y contratos 
que deban ser destinados a las entidades terri-
toriales.

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 18 de 
la Ley 142 de 1994, el cual quedará así:

“Artículo 18. Objeto. Las empresas de ser-
vicios públicos tienen como objeto la presta-
ción de uno o más de los servicios públicos a 
los que se aplica esta ley, o realizar una o varias 
de las actividades complementarias, o una y 
otra cosa, así como también llevar a cabo otras 
actividades lícitas tales como las ambientales, 
de ingeniería, de infraestructura y comerciales 
asociadas a los servicios que la empresa presta, 
en concurrencia con los servicios públicos o 
sus actividades complementarias; las activida-
des de servicios públicos y complementarias, 
continuarán siendo prevalentes respecto de las 
demás actividades que pudieran llegar a reali-
zar este tipo de empresas.

Las comisiones de regulación deberán obli-
gar a una empresa de servicios públicos a tener 
un objeto exclusivo cuando establezcan que la 
multiplicidad del objeto pone en riesgo la con-

trata el artículo 2° de la Ley 142 de 1994.
Las empresas de servicios públicos que ten-

en forma separada en su contabilidad cada uno 
de los servicios y actividades que desarrollen. 
El costo y la modalidad de las operaciones en-
tre cada servicio y actividad deben registrarse 
de manera explícita.

Si la empresa de servicios públicos desa-
rrolla actividades distintas a la prestación de 
los servicios públicos o sus actividades com-
plementarias, se someterán a la vigilancia del 
ente competente en lo que a esas actividades 

Para el desarrollo de las demás actividades, 
las empresas de servicios públicos aplicarán 
las normas propias del sector económico al 
que correspondan.

Las empresas de servicios públicos podrán 
participar como socias en otras empresas de 

servicios públicos, o en sociedades que desa-
rrollen otras actividades; podrán también aso-
ciarse en desarrollo de su objeto con personas 
nacionales o extranjeras, o formar consorcios, 
uniones temporales o cualquier otra forma de 
colaboración empresarial con ellas.

Parágrafo. Independientemente de su ob-
jeto social, todas las personas jurídicas están 
facultadas para hacer inversiones en empresas 
de servicios públicos. En el objeto de las co-
munidades organizadas siempre se entenderá 
incluida la facultad de promover y constituir 
empresas de servicios públicos, en las condi-
ciones de esta ley y de la ley que las regule. En 

ley se preferirá a las empresas en que tales co-
munidades tengan mayoría, si estas empresas 
se encuentran en igualdad de condiciones con 
los demás participantes”.

Artículo 3°. Modifíquese el numeral 19.15 
del artículo 19 de la Ley 142 de 1994, el cual 
quedará así:

“Artículo 19, numeral 19.15. En lo demás, 
incluidas las actividades comerciales e indus-
triales distintas a la prestación de los servicios 
públicos propios de su objeto principal, las 
empresas de servicios públicos se regirán por 
las disposiciones legales que regulan las socie-
dades por acciones”.

Artículo 4°. Modifíquese el artículo 32 de la 
Ley 143 de 1994, el cual quedará así:

“Artículo 32. La empresa encargada del 
servicio de interconexión nacional, no podrá 
participar en actividades de generación, distri-
bución y comercialización de electricidad”.

Artículo 5°. Derogatoria y vigencia. La pre-
sente ley entra en vigencia a partir de su san-
ción y publicación en el ; deroga 
expresamente el artículo 167 de la Ley 142 de 
1994 y las demás disposiciones legales genera-
les o especiales que le sean contrarias.

No obstante sus derogatorias, los actos y 
contratos celebrados o ejecutados con base 
en estas normas continuarán surtiendo plenos 
efectos.
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SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., noviembre 26 de 2014
En Sesión Plenaria de los días 11 y 25 de 

noviembre de 2014, fue aprobado en segundo 

del Proyecto ley número 030 de 2014 Cáma-
ra, por la cual se expiden algunas disposicio-
nes relativas al Régimen Jurídico aplicables a 
las empresas de servicios públicos domicilia-
rios
de ley siga su curso legal y reglamentario y de 
esta manera dar cumplimiento con lo estable-
cido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior, según consta en las actas de 
Sesión Plenaria número 033 de noviembre 11 
de 2014 con anuncio el día 5 de noviembre de 
2014 correspondiente al Acta 032 y 036 de no-
viembre 25 de 2014 previo su anuncio en Se-
sión del día 24 de noviembre de los corrientes 
correspondiente al Acta número 035.

* * *
TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 

CAMARA AL PROYECTO DE LEY 

DE 2014 SENADO

y 1421 de 2010.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. De la prórroga de la ley. Pro-

rróguese por el término de cuatro (4) años la 
vigencia de los artículos 1°, 2°, 3°, 5°, 6°, 26, 
27, 28, 30, 31, 34, 35, 37, 43, 44, 45, 49, 54, 
66, 68, 69, 72, 74, 75, 76, 77, 78, 79, 80, 83, 
92, 93, 94, 95, 98, 102, 103, 106, 107, 108, 
109, 110, 112, 113, 114, 115, 117, 118, 121, 
123, 124, 125, 126, 127 y 130 de la Ley 418 

las Leyes 548 de 1999 y 782 de 2002. Prorró-
guese de igual forma, los artículos 2°, 3°, 4°, 
12, 15, 16, 17, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 33, 34, 
35, 36, 39, 40, 41, 42, 43 y 46 de la Ley 782 de 
2002, los artículos 3° y 4° de la Ley 1106 de 
2006 y los artículos 2°, 3°, 4°, 5°, 8°, 9°, 10, 
11, 12, 13, 14, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22 de la 
Ley 1421 de 2010.

Artículo 2°. El artículo 13 de la Ley 418 de 

548 de 1999, quedará así:
Artículo 13. Los menores de 18 años de 

-
tación del servicio militar. A los estudiantes de 
undécimo grado, menores de edad que, con-
forme a la Ley 48 de 1993, resultaren elegidos 
para prestar dicho servicio, se les aplazará su 

de la referida edad.
Si al acceder a la mayoría de edad el joven 

que hubiere aplazado su servicio militar estu-
viere matriculado o admitido en un programa 
de pregrado en institución de educación supe-
rior, tendrá la opción de cumplir inmediata-
mente su deber o de aplazarlo para el momen-
to de la terminación de sus estudios. Si optare 
por el cumplimiento inmediato, la institución 
educativa le conservará el respectivo cupo en 
las mismas condiciones, la interrupción de los 
estudios superiores hará exigible la obligación 
de incorporarse al servicio militar. Ninguna 
institución de educación superior podrá exigir 
como requisito para obtener título de pregrado 
el presentar libreta militar.

La autoridad civil o militar que desconozca 
la presente disposición incurrirá en causal de 
mala conducta sancionable con la destitución.

haya aplazado su servicio militar hasta la ter-
minación de sus estudios profesionales cum-
plirá su deber constitucional como profesional 
universitario o profesional tecnólogo al servi-
cio de las fuerzas armadas en actividades de 
servicio social a la comunidad, en obras civiles 

-
pectiva dependencia a la que sea adscrito nece-
site. En tal caso, el servicio militar tendrá una 
duración de seis meses y será homologable al 
año rural, periodo de práctica, semestre indus-
trial, servicio social obligatorio o exigencias 
académicas similares que la respectiva carrera 
establezca como requisito de grado. En todo 
caso, reemplazará el servicio social obligatorio 

de 1998.
Artículo 3°. El artículo 5° de la Ley 782 de 

de 1997 quedará así:
Las personas que participen en los acerca-

mientos, diálogos o negociaciones, así como 
en la celebración de los acuerdos a que se re-

Gobierno Nacional, no incurrirán en responsa-
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bilidad penal, ni disciplinaria por razón de su 
intervención en los mismos.

Artículo 4°. El artículo 58 de la Ley 418 de 

1421 de 2010, quedará así:
Artículo 58.

indulto, será resuelta dentro de los tres (3) me-
ses siguientes a la fecha de recibo del expe-
diente.

El indulto se concederá por resolución eje-
cutiva suscrita por el Presidente de la Repú-
blica y el Ministro de Justicia. Copia de ella 
se enviará al funcionario judicial a cargo del 
correspondiente proceso.

Contra dicha resolución procede el recurso 
de reposición, en la oportunidad y con los re-
quisitos que señale el Código de Procedimien-
to Administrativo y de lo Contencioso Admi-
nistrativo, Ley 1437 de 2011.

Artículo 5°. El artículo 91 de la Ley 418 de 
1997 quedará así:

Artículo 91. La declaratoria de caducidad 
deberá proferirse mediante resolución motiva-
da de la entidad contratante, haciendo efecti-
vas la cláusula penal y las multas contractuales 
a que hubiere lugar. Dicha resolución presta-
rá mérito ejecutivo contra el contratista y las 
personas que hayan constituido las respectivas 
garantías y se hará efectiva por jurisdicción 
coactiva.

-
cidad se sujetará a lo dispuesto en Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Conten-
cioso Administrativo, Ley 1437 de 2011.

procederá a liquidar el contrato sin que haya 
lugar al pago de indemnización alguna a favor 
del contratista.

En ningún caso la aplicación de esta cláusu-
la podrá ser sometida a conciliación o a deci-
sión arbitral.

Los contratistas a quienes les sea declarada 
la caducidad quedarán inhabilitados para cele-
brar por sí, o por interpuesta persona, contratos 

80  de 1993.
Artículo 6°. El artículo 128 de la Ley 418 de 

1997 quedará así:
Artículo 128. Agotada la etapa de negocia-

ción directa, el representante legal de la enti-
dad, mediante resolución motivada, ordenará 
adelantar la expropiación del inmueble y de-
más derechos constituidos sobre el mismo, la 

artículos 67 a 73 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Adminis-
trativo, Ley 1437 de 2011 y contra la cual solo 
procede el recurso de reposición, dentro de los 

-
ción.

Transcurridos quince (15) días hábiles desde 
la presentación del recurso sin que se hubiere 
resuelto, quedará ejecutoriado el acto recurri-
do y no será procedente pronunciamiento algu-
no sobre la materia objeto de la impugnación.

Contra la resolución que ordena adelantar la 
expropiación no procederá la suspensión pro-
visional pero podrá ser objeto de las acciones 
contencioso-administrativas ante el Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo con juris-
dicción en el lugar de ubicación del inmueble.

Artículo 7°. El artículo 129 de la Ley 418 de 
1997 quedará así:

Artículo 129. La demanda de expropiación 
será presentada por el representante legal de 
la entidad o su apoderado ante el juez civil del 
circuito competente, dentro del mes siguiente 

que disponga la expropiación.
El proceso de expropiación se adelantará de 

conformidad con las disposiciones previstas 
en los artículos 399 y siguientes del Código 
General del Proceso, Ley 1564 de 2012.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., noviembre 26 de 2014
En Sesión Plenaria del día 25 de noviem-

bre de 2014, fue aprobado en segundo deba-

Proyecto ley número 138 de 2014 Cámara, 
109 de 2014 Senado, por medio de la cual se 
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. Esto con 

curso legal y reglamentario y de esta manera 
dar cumplimiento con lo establecido en el ar-
tículo 182 de la Ley 5ª de 1992. Lo anterior, 
según consta en las actas de Sesión Plenaria 
número 036 de noviembre 25 de 2014 previo 
su anuncio en Sesión del día 24 de noviembre 
de los corrientes correspondiente al Acta nú-
mero 035.

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 
CÁMARA AL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 094 DE 2014 CÁMARA

por medio de la cual se declara patrimonio 
cultural inmaterial de la nación la 

celebración de la Semana Santa en Tunja, 
Boyacá, y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Declárese como patrimonio 
cultural inmaterial de la nación la celebración 
de la Semana Santa en la ciudad de Tunja, de-
partamento de Boyacá.

Artículo 2°. Facúltese al Gobierno Nacional 
a través del Ministerio de Cultura, para que in-
cluya en la Lista Representativa de Patrimonio 
Cultural Inmaterial (LRPCI) del ámbito nacio-
nal, la celebración de la Semana Santa en Tun-
ja, Boyacá.

Artículo 3°. Autorícese al Gobierno Nacio-
nal, a través del Ministerio de Cultura, incluir 
en el Banco de Proyectos del Ministerio de 
Cultura, la celebración de la Semana Santa en 
Tunja, Boyacá.

Artículo 4°. Autorícese al Gobierno Nacio-
nal, a través del Ministerio de Cultura, para 
que se declaren bienes de Interés Cultural de la 
Nación, los elementos con los cuales se realiza 
la celebración de la Semana Santa en Tunja.

Artículo 5°. Reconózcase a la Ciudad de 
Tunja, a la Curia Arzobispal y a la Sociedad de 
Nazarenos de Tunja, como gestores y garantes 
del rescate de la tradición cultural y religio-
sa de la Semana Santa de la ciudad de Tunja, 
siendo el presente un instrumento de homenaje 
y exaltación a su invaluable labor.

Artículo 6°. La sociedad de Nazarenos de 
Tunja y el Consejo Municipal de Cultura de 
Tunja con el apoyo del gobierno Municipal de 
Tunja y el Gobierno Departamental de Boyacá 
en el marco de su autonomía podrán elaborar 
la Postulación de la celebración de la Semana 
Santa en Tunja a la Lista Representativa de Pa-
trimonio Cultural Inmaterial y el Plan Especial 
de Salvaguardia, (PES).

Artículo 7°, La Nación a través del Minis-
terio de Cultura, contribuirá al fomento, pro-
moción, difusión, conservación, protección y 
desarrollo del Patrimonio Cultural Inmaterial 
de la celebración de la Semana Santa en el mu-
nicipio de Tunja, departamento de Boyacá.

Artículo 8°. A partir de la vigencia de la pre-
sente ley, la administración municipal de Tun-
ja y la administración Departamental de Bo-
yacá estarán autorizadas para asignar partidas 
presupuestales de su respectivo presupuesto 
anual, para el cumplimiento de las disposicio-
nes consagradas en la presente ley.

Artículo 9°. La presente ley rige a partir de 
la fecha de su promulgación.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., diciembre 2 de 2014
En Sesión Plenaria del día 1° de diciembre 

de 2014, fue aprobado en segundo debate el 
Pro-

yecto ley número 094 de 2014 Cámara, por 
medio de la cual se declara patrimonio cultu-
ral inmaterial de la nación la celebración de 
la Semana Santa en Tunja, Boyacá, y se dic-
tan otras disposiciones
el citado proyecto de ley siga su curso legal 
y reglamentario y de esta manera dar cumpli-
miento con lo establecido en el artículo 182 de 
la Ley 5ª de 1992. Lo anterior, según consta 
en las Actas de Sesión Plenaria número 037 
de diciembre 1° de 2014, previo su anuncio en 
Sesión del día noviembre 25 de 2014 corres-
pondiente al Acta número 036.
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